PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE
L E Y
ARTICULO 1°: Se entiende por unión civil, a aquélla conformada libremente por dos personas, independientemente de su sexo u orientación sexual, que hayan convivido en una relación de afectividad, estable y pública, por un período mínimo de un (1) año, salvo que hubiere descendencia en común.

ARTICULO 2°: Créase el Registro Público de Uniones Civiles, el que funcionará dentro de la órbita del Registro Provincial de las Personas, cuya función es inscribir las uniones civiles que se formalicen, así como las disoluciones de las mismas y expedir las constancias de inscripción o disolución, a solicitud de cualquiera de los integrantes de la pareja.

ARTICULO 3°: A los efectos de formalizar la inscripción de la unión civil, se deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Haber convivido en una relación de afectividad, estable y pública, por un período mínimo de un (1) año, salvo que entre los integrantes hubiere descendencia en común, en cuyo caso no se requerirá acreditar antigüedad en la convivencia.

b) Tener domicilio real en la Provincia de Buenos Aires, inscripto con, al menos, dos años de anterioridad a la fecha en la que se solicita la inscripción.

c) Ser mayor de edad o menor emancipado.

ARTICULO 4°: El cumplimiento del requisito establecido en el inciso a) del artículo 3º, se hace efectivo mediante información sumaria, con la declaración de testigos, en un número no inferior a dos (2) ni superior a cinco (5). Si entre las partes hubiere descendencia en común, la misma se acreditará con la presentación de las partidas correspondientes.

ARTICULO 5°: Los integrantes de la unión civil tendrán un tratamiento similar al de los cónyuges, a los efectos del ejercicio de los derechos, obligaciones y beneficios que establezca  la legislación dictada por la Provincia de Buenos Aires.

ARTICULO 6°: No pueden constituir una unión civil:

a) Los menores de edad.-

b) Los declarados incapaces.

c) Los parientes por consanguinidad y los hermanos o medio hermanos.

d) Los parientes por adopción plena

e) Los parientes por adopción simple, entre adoptante y adoptado, adoptante y descendiente o cónyuge del adoptado, adoptado y cónyuge del adoptante, hijos adoptivos de una misma persona, entre sí y adoptado e hijo del adoptante.

f) Los parientes por afinidad, en línea recta, en todos los grados.

g) Los que se encuentren legalmente unidos en matrimonio, mientras subsista el vínculo.

h) Los que formalizaron una unión civil anterior, mientras subsista.

ARTICULO 7º: La unión civil se disuelve por:

a) Mutuo acuerdo.

b) Voluntad unilateral de uno de los miembros de la pareja. 

c) Matrimonio posterior de uno de los miembros de la unión civil.

d) Muerte de uno de los integrantes de la pareja.

En el caso del inciso b), la disolución opera a partir de la denuncia efectuada ante el Registro Público de Uniones Civiles, previa acreditación de la notificación fehaciente al otro integrante de la unión civil.

ARTICULO 8°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

F U N D A M E N T O S

La convivencia estable y duradera entre dos personas, con independencia de su sexo u orientación sexual, es una realidad a la que los poderes públicos con capacidad normativa deben dar una respuesta oportuna y convincente. Y debe ser, justamente, la regulación normativa el mecanismo ordenador y reparador para aquellas personas que, por el libre ejercicio de sus opciones - sean éstas cuales fueren - pudieran sentirse discriminadas.

Si bien en la actualidad, el matrimonio continúa siendo la forma institucionalizada en la que históricamente se ha manifestado esa unión afectiva y estable, consideramos una necesidad y un acto de justicia reconocer que se han ido desarrollando, a lo largo de los últimos 50 años, otros tipos de uniones, no matrimoniales, que demandan una regulación por parte de los poderes públicos, a fin de garantizar el respeto y la promoción de los derechos fundamentales de libertad e igualdad ante la ley.

La presente iniciativa propone efectivizar el reconocimiento a esas uniones que, aunque novedosas y atípicas – de  acuerdo con lo normado hasta el momento – merecen ser tratadas con criterios de igualdad y equidad respecto de lo instituido hasta nuestros días.

El Artículo 10 de nuestra Constitución Provincial reza en su primer párrafo: “Todos los habitantes de la Provincia son, por su naturaleza, libres e independientes y tienen derecho perfecto de defender y de ser protegidos en su vida, libertad, reputación, seguridad y propiedad”, con lo que se ha garantizado el pleno goce de la libertad a todos los bonaerenses.  Todos sabemos que nuestras libertades terminan justo donde comienzan las libertades del otro y que, de esa armonía que debe haber entre las libertades individuales, nace el respeto hacia el otro y la sana convivencia social.  La libertad de los otros, lo distinto, lo ajeno, deben ser tomados - en la medida que no afecten mi espacio de libertad o de acción - como elementos enriquecedores en la nunca sencilla construcción social.

Por otra parte, el Artículo 11 de la Constitución Provincial consagra: “Los habitantes de la Provincia son iguales ante la ley, y gozan de los derechos y garantías que establece la Constitución Nacional,...”, y “La Provincia no admite distinciones, discriminaciones ni privilegios por razones de sexo, raza, religión, nacionalidad, lengua, ideología, opinión, enfermedades de riesgo, características físicas o cualquier otra condición amparada por las normas constitucionales”, agregando finalmente que “Es deber de la Provincia promover el desarrollo integral de las personas garantizando la igualdad de oportunidades y la efectiva participación de todos en la organización política, económica y social”.
Sobre esos dos principios consagrados por la Ley Suprema provincial: la libertad y la igualdad ante la ley, apoyamos la justificación del presente proyecto de ley pensando, además, que será un acto de justicia allanar algunas de las muchas dificultades y discriminaciones que sufren en la actualidad quienes optan por iniciar una relación de este tipo.

Solamente en el mundo imaginario de los hipócritas y de los necios se puede tapar el sol levantando un dedo.  Las uniones que proponemos institucionalizar, de hecho, vienen existiendo desde hace larguísimos años, han funcionado a nuestro alrededor, en nuestras comunidades, en nuestro vecindario, sin generar ningún tipo de disturbio o anomalías en el seno de nuestra organización social.  Las mismas se desarrollan en un plano estrictamente personal e íntimo e, incluso, han aportado a una construcción social más plural, más igualitaria y más comprensiva e integradora de “lo diferente”, eso que a tantos dictadores  o autoritarios de turno - que en nuestras tierras nunca faltaron, por desgracia - tanto los incomoda y los perturba.



En este orden de ideas, en el texto de la norma que se promueve, no se hace referencia tan sólo a las parejas homosexuales, sino que se abre la posibilidad de que las parejas convivientes heterosexuales, que viven en unión de hecho o concubinato y a quienes no les cabe el matrimonio civil, puedan recibir un trato similar al de los cónyuges.



Sabido es que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha sido la precursora en toda América Latina con la sanción de la ley 1.004, de uniones civiles. Siguiendo su ejemplo, la Provincia de Río Negro sancionó el 17 de diciembre de 2002 una ley que reconoce a las parejas formadas por personas del mismo sexo, los mismos derechos que la Provincia garantiza a las uniones de hecho. Asimismo, se han presentado proyectos similares en las Legislaturas de las Provincias de Santa Fe, Córdoba, Mendoza, y La Pampa.-

En Brasil, las ciudades de Pernambuco (Recife), Río de Janeiro (Río de Janeiro) y Pelotas (Río Grande do Sul) aprobaron en 2001 sendas leyes que garantizan la igualdad de derechos para los empleados estatales en pareja con personas del mismo sexo. En 2002, Sao Paulo aprobó una ley similar.

En Europa, Dinamarca fue el primer país que aprobó una Ley de Parejas, en junio de 1989, otorgando derechos sólo a las parejas convivientes del mismo sexo. Siguiendo el ejemplo danés, Noruega hizo lo propio en abril de 1993. En España, las regiones autónomas de Navarra, Aragón, Cataluña, Valencia y Baleares cuentan con una legislación que otorga derechos a las parejas de hecho. En Holanda, Bélgica y Canadá, las parejas homosexuales pueden casarse y el Estado les reconoce los mismos derechos y obligaciones que a las parejas heterosexuales. Francia, al igual que las Comunidades Autónomas de Cataluña y Aragón, reconoce la unión homosexual, pero mediante un régimen legal diferente al que rige el matrimonio tradicional.

En los Estados Unidos de Norteamérica, el Estado de Vermont cuenta con una ley que equipara la unión homosexual al matrimonio heterosexual.



Por los fundamentos expuestos, solicito a mis pares, acompañen con su voto la presente iniciativa.-

